
SITUACIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS EN CHILE*
Tema 4b sobre “Resolución de Conflictos y Pueblos Indigenas”
De acuerdo al Censo de población de 2002,  la población indígena en Chile está compuesta por cerca de 700 mil personas, lo que representan el 4,6 % de la población total del país.
 Los principales pueblos indígenas a los que dicha población pertenece son el mapuche, aymara, atacameño, colla, rapa nui, kawáskar y yámana.
 

El Programa de Derechos Indígenas del Instituto de Estudios Indígenas de la Universidad de la Frontera de Temuco,
  ha podido establecer que los indígenas en Chile son discriminados en distintos aspectos, están expuestos peores condiciones de pobreza, tienen menos acceso a la educación y menos injerencia en las políticas públicas. Adicionalmente la legislación chilena no reconoce sus derechos colectivos, ni se ha ratificado el único tratado internacional sobre derechos de los Pueblos Indígenas (Convenio 169 de la OIT). Ello ha redundado en que en los últimos años, por la vía de grandes proyectos de inversión, inversionistas privados nacionales y extranjeros se hayan apoderado de sus recursos naturales, o bien, contaminen los espacios que habitan. A su vez los conflictos generados por esta situación, han llevado a criminalizar a los líderes y organizaciones indígenas que se oponen a ello. 

La situación actual de los indígenas en Chile es el producto de una larga historia de marginación, exclusión y discriminación, como lo ha señalado el Relator de Naciones Unidas, Sr. Rodolfo Stavenhagen. “….Vinculada principalmente  a diversas formas opresivas de explotación y despojo de sus tierras y recursos que se remontan al siglo XVI y que llega hasta nuestros días. Los problemas actuales de los pueblos indígenas no pueden entenderse sin una  referencia a la historia de sus relaciones con la sociedad chilena”. 
 En efecto, a la época de la creación del Estado de Chile a comienzos del siglo XIX, gran parte de los territorios sobre los cuales este se estableció, eran poseídos y controlados por los pueblos indígenas. En razón de esta situación, los gobiernos republicanos desarrollaron a contar de entonces una política expansionista a través de la cual gran parte de los territorios indígenas fueron incorporados al estado chileno,  incluso mediante la fuerza. 

Producto de la presión indígena, en años recientes se inicia un proceso de revisión de la política del Estado chileno hacia estos pueblos que se manifiesta en la reforma de la legislación y en el impulso de una nueva  política pública. Si bien, la Ley Nº 19.253 sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas promulgada en 1993 constituye un avance en el reconocimiento de la diversidad étnica y cultural en el país, deben destacarse sus insuficiencias en relación a las demandas de los pueblos indígenas y los estándares internacionales establecidos por sistemas de protección de derechos humanos, principalmente de Naciones Unidas y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos.

En efecto, a diferencia  de la mayoría de los países de América Latina, este reconocimiento en Chile es de rango legal y no constitucional como lo han exigido los pueblos indígenas. Chile, además, sigue sin ratificar el Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo. 

El gobierno ha presentado al menos tres propuestas para modificar la Constitución Política, en el sentido que reconozca la diversidad de su población y los derechos de los indígenas; todas las cuales han sido rechazadas, o se han diluido con el tiempo. De otra parte, un grupo de diputados impugnó la constitucionalidad del Convenio 169, fundados -principalmente- en que las normas de este Convenio se oponían a las normas constitucionales referidas a la propiedad privada, a las normas sobre concesiones mineras, y a las que establecen la exclusividad de la justicia estatal para juzgar los delitos e infracciones y establecer penas. Aunque esta acción finalmente fue desechada, el Senado aun –luego de más de 10 años- no ha dado aprobación, para que el Presidente de la República  ratifique el Convenio 169 de la OIT, a fin de que le sea oponible al Estado chileno y sus normas sean incorporadas como derecho interno.

A pesar que la política de tierras impulsada por la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena CONADI
 junto al Ministerio de Bienes Nacionales
, la que ha permitido entre 1994 y el 2002 la adquisición, el traspaso, saneamiento y/o regularización de alrededor de 255.000 has. en beneficio de más de 10.500 grupos familiares indígenas a lo largo del país, sus múltiples limitaciones impiden una mejor satisfacción de los derechos de los indígenas en este punto. La insuficiencia de recursos destinados a su ejecución por el Estado, la descoordinación existente entre los distintos organismos, así como la ausencia de una participación indígena en su definición y ejecución, han resultado en que este esfuerzo no logre resolver las demandas indígenas por la restitución de sus tierras usurpadas y reclamadas, ni los problemas de pobreza que les afectan. 

Más grave aún, en forma paralela al desarrollo de estas políticas sectoriales orientadas hacia los indígenas y a sus comunidades, el Estado, en un contexto de globalización económica, ha favorecido la ejecución de proyectos de inversión privados (y también proyectos públicos de infraestructura) de gran envergadura
  en tierras de propiedad o reclamadas por los pueblos indígenas. En los últimos años han proliferado las inversiones mineras en el territorio de los pueblos aymara, atacameño o kunza, quechua, y colla en el norte del país, así como proyectos forestales, de acuicultura, carreteros, e hidroeléctricos, en el territorio mapuche. La inexistencia en el país de mecanismos que aseguren la consulta a los pueblos indígenas frente a estas iniciativas, y la desprotección en que se encuentran los derechos de los indígenas sobre los recursos naturales – como el agua, los recursos del subsuelo y del borde costero, entre otros- que se encuentran en sus territorios ancestrales, ha resultado generalmente en la ejecución de tales proyectos, aún en contra de su voluntad y con graves perjuicios económicos, sociales, culturales y ambientales para estos.

Tales proyectos - que son vistos como una  amenaza a su sobrevivencia cultural y material – han generado una importante resistencia en el movimiento indígena, el que se ha movilizado en defensa de lo que considera les pertenece. Dada la fuerte resistencia de los mapuche en contra de los proyectos de inversión que hoy se impulsan en su territorio ancestral, así como las acciones desarrolladas por sus comunidades a objeto de recuperar sus tierras usurpadas, dicha movilización ha sido duramente enfrentada no tan solo desde el empresariado forestal y agrícola de la zona sur del país, sino también desde los distintos poderes del Estado. 

Es así como en el Congreso, junto con  negarse a la introducción de reforma jurídicas que permitan dar solución institucional a las demandas territoriales mapuche, ha exigido al gobierno –a través de una Comisión del Senado y de sesiones espaciales realizadas en ambas Cámaras- actuar con rigor para defender “el Estado de Derecho”, supuestamente amenazado por la acción mapuche. El ejecutivo por su parte, en respuesta a los reclamos del empresariado y los sectores mas conservadores, ha reprimido duramente – a través de sus agentes policiales– las movilizaciones indígenas en el sur de Chile, incluso utilizando armas de fuego en contra de anciano y niños. Durante el mes de enero de 2001, una niña mapuche fue baleada por carabineros que regresaban de un operativo de desalojo. En noviembre de 2002, Alex Lemún, de 17 años fue muerto por un oficial de Carabineros en una ocupación pacífica de un predio forestal. Asimismo, los mapuche han denunciado torturas en recintos policiales
.

Muchos de estos casos son conocidos en tribunales militares, que poseen aun en Chile, una amplia competencia. Esto perjudica a quienes deben someterse a este tipo de procedimiento judicial, pues allí los inculpados no cuentan con los mismos derechos procesales que los que lo son en tribunales civiles. Por otra parte, tanto los fiscales, como los jueces pertenecen a alguna de las ramas de las Fuerzas Armadas y tienen grado, de acuerdo a sus reglamentos internos, de tal manera que una de las partes puede eventualmente pertenecer a la misma institución de quien le corresponde resolver.

Por otra parte, el gobierno además, se ha hecho parte en juicios en que se conozcan hechos relacionados con este conflicto y donde los mapuche resultan involucrados, solicitando, en algunos casos la aplicación de la Ley antiterrorista y la Ley de seguridad del Estado. Asimismo, el Ministerio Público
 ha impetrado una serie investigaciones con el uso de la ley antiterrorista en contra de mapuche. En el actual gobierno de Ricardo Lagos (2000- 2006), se han interpuesto -hasta julio de 2003- 22 denuncias y 66 querellas contra mapuche por distintos delitos
. Al menos 6 de estas querellas son por delitos de la Ley Antiterrorista. Sólo entre diciembre de 2000 y octubre de 2003 más de 200 mapuche fueron objeto de investigación judicial por su posible participación en delitos relacionados con conflictos entre indígenas y empresas privadas, aunque sólo 5 fueron condenados. Lo cual demuestra que, pese a que no existen antecedentes suficientes para inculparlos, son sometidos a una investigación y medidas cautelares, restrictivas o privativas de libertad. 

En septiembre de 2003, en caso relevante, dos lonkos
 mapuche fueron condenados a la pena de 5 años y 1 día de prisión por el delito de amenazas de incendio terrorista, luego del atentado que sufriera Juan Figueroa, un ex ministro de gobierno y actual miembro del Tribunal Constitucional.
 En este juicio, una de las pruebas fundamentales fue la declaración de dos testigos cuya identidad no pudo ser conocida por los defensores ni por los acusados, y que corresponde a lo que se conoce como “testigos sin rostro”. Los mapuche afectados estuvieron un años privados de libertad antes de enfrentar el juicio; y, no obstante ser absueltos en una primera instancia, la Corte Suprema ordenó anular este juicio.

Actualmente, se encuentran pendientes dos juicios en contra de mapuche donde se aplicará la ley antiterrorista. Uno es por un incendio de una plantación de una empresa forestal, el otro es el juicio contra 18 mapuche que pertenecen a la organización Coordinadora Arauco Malleco CAM, acusados de forma una asociación ilícita terrorista. Ningún juicio contra de mapuche, en que se utilice la ley antiterrorista -hasta ahora- persigue delitos contra la integridad, la vida o la libertad de las personas, que son los delitos que, en el ámbito internacional, se identifican con terrorismo. 

Algunas sentencias que condenan a mapuche por delitos vinculados a estos conflictos, contienen elementos que desconocen la presunción de inocencia. En el caso de los lonkos Pascual Pichun y Aniceto Norin, por ejemplo, los jueces consideran dentro se sus fundamentos para justificar la condena que violentan la presunción de inocencia que favorece a los inculpados, y imparcialidad del juzgador
.

Todo ello ha contribuido a criminalizar un conflicto que, dada su naturaleza, debería ser resuelto a través del dialogo político.


En el caso de otros pueblos indígenas,  si bien la situación es de menor conflictividad, existen importantes problemas que dificultan el ejercicio de sus derechos territoriales. Un plan de saneamiento ejecutado por CONADI y el Ministerio de Bienes Nacionales en tierras aymara, atacameñas o kunza, quechua y colla en el norte del país, ha dado lugar a un cuestionamiento de los derechos adquiridos por los indígenas sobre dichos terrenos. En el caso aymara, por ejemplo, se ha desconocido derechos de propiedad de indígenas que constan en títulos inscritos. El mismo plan de saneamiento puede dar lugar a una reducción de las tierras indígenas si no se reconocen los criterios de ocupación establecidos en la ley indígena y que corresponden a la propiedad individual, comunal y patrimonial, así como a la recuperación de poblados y antiguos sectores de emplazamiento. En la práctica, mediante la aplicación de criterios de ocupación efectiva establecidos en el Decreto Ley Nº 1.939 que regula el régimen de disposición de bienes fiscales, se tiende a reducir la demanda indígena sobre sus territorios. Un ejemplo de lo anterior lo encontramos en el caso de los collas, cuya demanda de tierras, que abarca un total de 45.000 has., que incluyen el fondo de valle y quebradas en que se localizan las vegas y aguadas, fue reducida a aproximadamente 8.000 has.

En el caso de los rapa nui, los  derechos políticos y territoriales que, de conformidad al acuerdo de voluntades suscrito por sus antepasados con el estado chileno en 1888, les corresponde ejercer en la Isla de Pascua, siguen a la fecha sin ser reconocidos. Es por ello que sus representantes exigen hoy la promulgación de un estatuto de autonomía como forma de lograr el reconocimiento y respeto de los derechos establecidos en dicho acuerdo, y como forma de garantizar a futuro su desarrollo material y cultural como pueblo.

Finalmente, los derechos de los pueblos indígenas no solo se ven afectados en el contexto de los conflictos antes referidos, sino además, a raíz de la situación  de evidente discriminación que afecta a quienes los integran. Se trata de una discriminación que tiene distintas manifestaciones, siendo las más importantes la de carácter económico social – como lo demuestran los elevados índices de pobreza que afectan a la población indígena. Precisamente “los resultados de dos encuestas oficiales de caracterización socioeconómica nacional (CASEN) realizadas en 1996 y 2000 respectivamente, dan cuenta de la situación de desmedro en que se encuentra la población indígena en general y mapuche en particular, en relación con la población no indígena del país en esta materia.” Según esta encuesta del año 2000, mientras de la población indígena el 32,2 % se consideraba bajo la línea de la pobreza, en la población total del país esta cifra alcanzaba sólo al 20,09 %. Los mayores niveles de pobreza se asocian a menores niveles de ingreso, mayores niveles de desocupación, peores condiciones laborales, y los índices de educación son también más bajos entre los indígenas. 
 


Las causas de la pobreza están asociadas, de acuerdo a un informe del PNUD, (1) a que la reducción que sufrieron entre fines del siglo XIX y principios del XX los convirtió en una población potencialmente pobre, (2) a la  pérdida de tierras y degradación de recursos naturales, (3) crisis de la agricultura tradicional (la agricultura de subsistencia es la principal actividad de los indígenas) producto de la globalización y apertura de los mercados, (4) la expansión forestal en el sur de Chile, con graves consecuencias para el medio ambiente, desaparición de las fuentes de agua.
 Si bien es cierto, que buena parte de esta situación se debe a las políticas de exclusión y discriminación implementadas durante la dictadura militar de A. Pinochet, los gobiernos de la coalición de Partidos por la Democracia han mantenido la política económica que favorece esta situación, mientras que los programas de desarrollo se basan en el asistencialismo y la integración. 
De particular gravedad es la situación de discriminación que afecta a los indígenas que viven en sectores urbanos, como la capital nacional (Santiago de Chile), así como aquella que afecta a las mujeres indígenas.  Los derechos de la mujer indígena no solo no se encuentran reconocidos en la legislación nacional, sino además, no han sido objeto de una preocupación o atención especial por parte del Estado.


Por todo lo anterior es que concluimos señalando que, a pesar de las reformas legales y de las políticas impulsadas desde el Estado en los últimos años en favor del reconocimiento de la diversidad étnica y cultural, reformas y políticas de las que se ha dado cuenta en este informe, persiste en Chile un cuadro grave de desprotección jurídica y de desconocimiento de los derechos colectivos de los pueblos indígenas en Chile, situación que incide en muchos casos en la violación de  los derechos individuales de quienes los integran. El gobierno chileno durante este tiempo ha desarrollado una estrategia contradictoria, mientras por una parte, con fondos del Banco Interamericano de Desarrollo, desarrolla programas de apoyo y asistencia, por otra, despliega una actividad policial y judicial en contra de los mapuche. Llama a fortalecer el diálogo, pero encarcela a los dirigentes mapuche que tienen demandas que no comparten las autoridades públicas. 
Se trata de una situación preocupante que debe ser abordada en forma urgente por el Estado y por la sociedad chilena. Ello supone, tal como señala el reciente Informe de la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, la introducción de reformas profundas en nuestro país.
 Se trata de reformas que deben considerar no sólo el plano jurídico y político, sino también el ámbito económico, social y cultural, y que, por su relevancia, deben ser, en nuestra opinión, consultadas y consensuadas con los pueblos indígenas.

Temuco, julio de 2004
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* Informe a ser presentado por el Programa de Derechos Indígenas del Instituto de Estudios Indígenas de la Universidad de la Frontera de Temuco, Chile, a la sesión anual del Grupo de Trabajo de Poblaciones Indígenas de la Organización de Naciones Unidas,  Ginebra, Julio 2004.


� De acuerdo al Censo de 1992, dicha población alcanzaba a 980 mil mayores de catorce años, 1.3 millones en total. Estimaciones extraoficiales dan cuenta de la existencia en Chile de una población indígena de al menos un millón de una población total de 15 millones.


� Varios de estos pueblos habitan no sólo en Chile sino también en países vecinos (Argentina, Perú, Bolivia).


� Programa creado el 2002 a objeto de promover el reconocimiento de derechos indígenas en Chile y de monitorear su situación en el país. (� HYPERLINK "http://www.derechosindigenas.cl" ��www.derechosindigenas.cl�)


� Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de los Indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, sobre su misión a Chile -18 a 29 de Julio de 2003-, p. 8.


� Órgano público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la fiscalización del Ministerio de Planificación, cuya funciones primordiales consisten en establecer las políticas públicas dirigidas a los indígenas, y velar por la protección de sus derechos. 


� Ministerio a cuya cargo se encuentra la administración de las tierras fiscales y el saneamiento de la pequeña propiedad.


� Llamados también megaproyectos.


� En diciembre de 1999, Alberto Coliñir, mapuche,  fue detenido por Carabineros en el interior de su domicilio, conducido junto a otros 6 mapuches a la Comisaría de Carabineros de Padre las Casas, donde fue objeto de golpes, amenazas, aplicación de corriente y ahogos con bolsas plásticas –submarino seco-. Un funcionario de Carabineros que solicitó asilo en Inglaterra durante el 2003 denunció que en Carabineros de Chile había practicas de tortura, señalando entre los casos que conocía el de Alberto Coliñir.


� Organismo autónomo al que le corresponde investigar los delitos y ejercer la persecusión penal.


� Voto de minoría de los senadores Rafael Moreno y José Viera-Gallo (Senado, Informe de la Comisión, de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento,  Boletín N° S 680-12 (2003))


� Caciques, jefes.


� Figueroa es también el presidente de la Fundación del poeta Pablo Neruda. Ultimamente ha sido involucrado por la Corte Suprema de Chile en el mayor caso de corrupción estatal de los últimos años.


� 1. “Es un hecho público y notorio que en la zona, desde hace un tiempo a la fecha, están actuando organizaciones de hecho que usando como argumento reivindicaciones territoriales, realizan actos de violencia o incitan a ellos...... Tales acciones apuntan a la reivindicación de tierras estimadas como ancestrales, siendo la ocupación ilegal un medio para alcanzar el fin más ambicioso, a través de ellas se irán recuperando parte de los espacios territoriales ancestrales y se fortalecerá la identidad territorial del pueblo Mapuche”; .2. “No se encuentra suficientemente acreditado que estos hechos fueron provocados por personas extrañas a las comunidades mapuches”; 3. ambos son longko de sus comunidades; 4. ambos se encuentran condenados con anterioridad; 5. Las comunidades en que habitan son colindantes del predio del ex ministro Figueroa, donde ocurrieron los incendios; 6. ambos pertenecerían a la Coordinadora Arauco Malleco, según lo señaló un empresario de la octava región que declaró en el juicio, que además asignó esta condición a un alcalde mapuche y a un diputado del Partido Socialista, e insinuó que la defensa de los imputados mapuche también estaban relacionadas con esta organización mapuche.


� Programa Derechos Indígenas, Instituto de Estudios Indígenas, Universidad de la Frontera, Los derechos de los pueblos indígenas en Chile, Santiago, Lom ed.,  2003, p 260.


� Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Desarrollo Humano en Chile 2002, Santiago, 2002.


� Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato, Informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato de los Pueblos Indígenas, 2003, disponible en http://www.gobierno.cl/verdadhistorica/indice.html








